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Golpe alos niños pobres 

Miles de estudiantes de zonas rurales no tiene acceso a Internet, 
radio y televisión para recibir las clases de “Aprendo en casa”. 
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Juego de tronos en Cusco 

Vice gobernadora Delia Condo denuncia al gobernador Jean Paul 
Benavente por maltrato psicológico y este la acusa de pedir “cupos” 
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gobierno conceden 
privilegios a las 
grandes empresas - 
como las mineras- 
y dejan de lado a 
micro y pequeños 
empresarios, 
independientes y 
agricultores. 
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Ha última, 

Nota al cierre de edición 

Alejandro Soto denunciado 


Editorial 

La nueva normalidad 

Era normal que el pez grande se 
comiera a los pequeños, era normal que 
los ricos se hicieran cada vez más ricos y 
los pobres más pobres. Era normal que 
los ríos fueran contaminados por la 
actividad minera y que los organismos 
ambientales se hicieran los ciegos. 

Era normal que una protesta fuera 
repelida con violencia en lugar de 
emplear el instrumento del diálogo y el 
entendimiento. Era normal que las 
grandes empresas reciban millonarias 
devoluciones tributarias, mientras que 
los pequeños empresarios quebraban 
ahorcados por esa misma entidad. 

Era normal que Salud y Educación 
sean los menos favorecidos al momento 
de la distribución del Presupuesto 
General de la República. Era normal 
que los gobernantes de turno se robarán 
la plata de los peruanos que pudo servir 
para construir hospitales y que, en esta 
pandemia, hubiera permitido salvar 
vidas. 

Ese era el paisaje normal en el Perú. 
Lo es todavía. Uno de asimetrías, de 
brechas sociales, de injusticias, de dos 
países distantes y disímiles dentro de 
uno. La pandemia ha desnudado esa 
“normalidad” que favorecía a unos 
pocos privilegiados y perjudicada a la 
mayoría. 

El país ha empezado a volver la 
normalidad. Pero, ¿queremos regresar 
a esa normalidad de desigualdades antes 
de la pandemia? 

No. La nueva normalidad debe ser 
una de igualdad y justicia. Una en la que 
la ley y sus agentes se hagan cargo de 
corruptos, violadores y asesinos e 
impidan que le hagan daño a la 
sociedad. Una en el que todos tratemos 
de ser mejores personas y el Estado nos 
trate como iguales. 

En palabras de Darío Restrepo, la 
aspiración sería un país donde se abra 
“los amplios espacios del nosotros” y se 
rompa “el enclaustramiento del ego”. 
En definitiva, un país unido, con 
proyectos comunitarios, sin islas, sin 


El Gobierno Regional del Cusco 
denunció al conductor del programa 
Ronda Política del canal Compañía de 
Televisión Cusqueña (CTC) Alejandro 
Soto Reyes. Son tres denuncias ingresadas 
al Ministerio Público la mañana del 
miércoles pasado por los presuntos delitos 
de contra la paz pública, grave 
perturbación de la paz pública y falsedad 
genérica. Es por haber difundido 
información incorrecta y tergiversada 
sobre una supuesta reducción de la escala 
salarial del régimen de construcción civil y 
generar pánico en la población cuando se 


estaba enterrando fallecidos con 
coronavirus en una fosa común en el 
cementerio San José de Huancaro, en 
Santiago.El gobernador Jean Paul 
Benavente dijo que esa información 
alentó el pánico en la población y generó 
una mala imagen de la ciudad ante el país y 
el mundo. También dijo que hubo mala 
información e intento de generar pánico 
en la población cuando se quiso hacer 
consentir que en el centro de salud de 
Acamana se gasto S/ 16 millones de soles. 
"Recién se aprobó el IOAR por S/ 4 
millones 700 mil", dijo Benavente. 
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CONTAGIOS. Cusco y Apurímac suman más de 
1000 contagiados y 11 muertos con el coronavirus. 
Otro problema fue la deficiente entrega de canastas 
de víveres y bonos, que no llegaron a los vulnerables. 


El ministro de Salud, Víctor Zamora, 
sostuvo hace unos días que el nuevo 
coronavirus había empezado un avance 
hacia las regiones del sur. Zamora solo 
confirmaba las cifras de rápido 
crecimiento de casos confirmados en 
Cusco y Apurímac. La región imperial 
registró hasta el jueves pasado 952 casos 
de pacientes con COVID-19 y 8 
fallecidos, mientras que la región chanka 
reportó 151 pacientes y 3 muertos. 

La cantidad de pacientes graves 
afortunadamente sigue siendo menor a la 
oferta de camas y respiradores mecánicos 
en Unidades de Cuidados Intensivos de 
los hospitales, pese a que estos no están en 
condiciones óptimas. 

Cusco entró a mediados de mayo a la 
fase III de contagio comunitario. Desde 
entonces, la cantidad de contagiados subió 
cada día en promedio en 30 nuevos 
contagiados. En Apurímac, el promedio 
oscilaba entre 5 y 14. 

La población cusqueña recibió con 
desagrado la noticia del contagio de 121 
trabajadores médicos y asistenciales del 
Hospital Regional del Cusco, así como de 
4 pacientes gestantes. Eso se debió una 
serie de negligencias del director del 
nosocomio, Félix Hidalgo, quien no 
entregó los Equipos de Protección 
Personal (EPP) con la oportunidad que 


demanda la pandemia. El jueves se 
confirmó un contagio con COVID-19 de 
una madre gestante en el hospital 
Contingencia-Antonio Lorena. 

¿Por qué hubo un disparo 
musitado en un momento? 

El director regional de Salud del 
Cusco, Darío Navarro, explicó que hubo 
dos factores: el retorno de cientos de 
personas de Lima y otras localidades a sus 
regiones de origen y la mayor cantidad de 
pruebas rápidas y serológicas aplicadas a 
sector claves como mercados, bancos, 
transporte urbano, entre otros. 

La provincia de Cusco registra la mayor 
cantidad de pacientes: 697 casos. Le 
siguen las provincias de La Convención 
con 30, Espinar y Anta con 10 casos cada 
una. Paucartambo es la ultima provincia 1 
en registrar casos. 

La ayuda que no llega 

La pandemia también puso en evidencia 
que la base de datos del Estado es 
deficiente. Las municipalidades distritales 
y provinciales demoraron en exceso e 
hicieron una pésima priorización de los 
beneficiarios de las canastas de víveres. 
Los 112 gobiernos locales de la región 


Cusco recibieron en conjunto una 
transferencia de más S/ 12 millones parala 
adquisición, almacenamiento y entrega de 
las canastas. 

No todas cumplieron adecuadamente 
con el encargo. La Contraloría General 
halló que muchas municipalidades 
incurrieron en faltas y hasta posibles 
delitos. En las listas de beneficiarios 
detectaron personas que ya reciben apoyo 
de programas sociales, gente que recibió 
doble beneficio, entre otros. Los informes 
concluyen que no se garantizó la entrega 
de alimentos a los damnificados y 
afectados por emergencia o desastre. Las 
situaciones adversas fueron comunicadas 
oportunamente a los titulares de las 
municipalidades supervisadas para que 
adopten las acciones preventivas y 
correctivas que correspondan. 

Asimismo, los bonos aprobados por 
el Ejecutivo nacional se hicieron efectivo 
después de casi un mes de su aprobación 
mediante decreto. Mientras que bono 
agrario y el bono universal no incluyeron a 
todas las personas vulnerables. “Las bases 
de datos están mal hechas y 
desactualizadas. Por eso se ha entrampado 
la entrega de la ayuda a las personas 
vulnerables”, explica Rosa Santa Cruz, 
representante de la Defensoría del Pueblo 
en Cusco. 
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Minería y pobreza golpean a 
Espinar y Chumbivilcas 



DOS CARAS DELA MEDALLA. 

Glencore Antapaccay Y Hudbay obtienen 
millonarias ganancias por la explotación 
de cobre y otros minerales en ambas 
provincias cusqueñas. En contraste, las 
poblaciones de estas localidades todavía 
viven en la pobreza y extrema pobreza. 

Espinar y Chumbivilcas se han 
convertido en las dos provincias 
cusqueñas donde se consolida un gran 
emporio minero. Espinar tiene larga 
historia de convivencia y desencuentros 
con la actividad extractiva. Empezó 
cuando la mina Tintaya pertenecía el 
Estado peruano y que, durante el 
gobierno del exdictador Alberto Fujimori, 
fue entregado a manos de la empresa 
privada BHP Billington. Ahora funciona 
la mina Antapaccay de Glencore. Casi 
cuatro décadas convive Espinar con la 
minería. 

Chumbivilcas, en cambio, lleva menos 
de diez años de relación con la gran 
minería. Y muchas décadas con la minería 
artesanal e informal. La mina Constancia, 
de Hudbay Perú, empezó su operación 
desde el 2014. Hubo un inicio tirante y 
actualmente persiste una suerte de 
desencanto ciudadano respecto a la 
actividad minera. 


Mientras que las minas Antapaccay y 
Constancia extraen miles de toneladas 
diaria de cobre, oro, plata y otros 
minerales para exportarlo y las mineras 
acumulan importantes ganancias, las 
poblaciones viven en el atraso, la pobreza 
y la miseria. No hay todavía una relación 
armónica entre minería y desarrollo de las 
comunidades campesinas. 

Pulso Regional hace en este informe un 
balance de la minería y la situación social 
de los pueblos donde funcionan las 
grandes minas. Veamos. 



Según la empresa, en 2017 contaba con 
748 empleados: 444 contratados por un 
plazo y 304 a tiempo completo. El 100 % 
de servidores son peruanos, de los cuales 
82 provienen de las comunidades locales. 
La mina de Hudbay se llama Constancia. 
Empezó a operar en diciembre de 2014. 
Extrae cobre, molibdeno y plata en un 
área de 22 mil 516 hectáreas entre los 
distritos de Velille, Chamaca y Livitaca de 
la provincia de Chumbivilcas. 

Cuenta con contrato de inversión 
firmado en 2012 con Proinversión por 
US$ 908 millones 155 mil 377. En junio 
de 2015 firmó una adenda por US$ 1 495 


millones 870 mil 955 que le permite 
acogerse al régimen especial de 
recuperación anticipada del Impuesto 
General a las Ventas (IGV). 

Solo en 2015 su producción de cobre 
alcanzó 106 mil 063 toneladas métricas 
(TMF) y en el 2018 122 mil 178 de TMF. 
Son, según el reporte de la organización 
Derechos Humanos Sin Fronteras 
(DHSF), cantidades superiores a los 70 
mil 533 toneladas anuales aprobado en el 
EISA del 2010. “La riqueza producida, 
concentrada y acumulada se da dentro de 
una circunscripción de pobreza que no se 
ha transformado significativamente”, 
precisa la organización. 

Hudbay incrementó sus concesiones 
mineras de 22 mil 516 hectáreas en 2010 a 
58 mil 996 hectáreas en 2019. Así, en 
2019, Hudbay cuenta con el 35 % de las 
concesiones mineras en Chamaca, 26.7 % 
en Livitaca y 53.4 % en Velille. En 
Chamaca, el 67 % de su territorio está 
concesionado, en Livitaca 47 % y en 
Velille 83 %. Hay tres nuevos proyectos 
mineros adquiridos por Hudbay y están 
ubicados cerca a Constancia: Caballito, 
María Reyna y Kusiorcco. 

A unos kilómetros de Constancia se 
encuentra la mina Antapaccay de 
Glencore. Explota cobre, oro y plata en, 


“La riqueza 
producida, 
concentrada y 
acumulada se da 
dentro de una 
circunscripción de 
pobreza que no se 
ha transformado 
significativamente’ 


Yauri, capital de la provincia de Espinar. 
La extracción empezó en 2012. 
Glencoreasí como Hudbay, cuenta con 
contrato de inversión con Proinversión de 
noviembre de 2010 por US$ 1 806 000 
000 y una adenda de agosto de 2012 con 
una reducción de inversión a US$ 983 164 
000 . 00 . 

Glencore también se acoge al Decreto 
Legislativo 973, Régimen Especial de 
Recuperación Anticipada del Impuesto 
General a las Ventas, y cuenta con un 
convenio de estabilidad jurídica con 
Proinversión de setiembre de 2004, 
referido a la estabilidad en el Impuesto a la 
Renta, libre disponibilidad de divisas, 
libre remesa de utilidades y capitales, y 
derecho a utilizar el tipo de cambio más 
favorable. 

En 2012, la producción de cobre 
alcanzó 51 mil 876 TMF y en 2018 llegó a 
2015 mil 414 de TMF. La producción de 
oro alcanzó a 4 millones 124 mil 241 
gramos finos en 2018 y 44 mil 306 
kilogramos finos de plata. Las ventas 
anuales solo 2016 significaron para 
Glencore S/ 3 mil 690 millones 612 mil 
(ver análisis). 

Pobreza y minería 

Una cruel paradoja esconde la minería 
en Espinar y Chumbivilcas. Las zonas 
donde operan las mineras viven en 
pobreza y extrema pobreza. Chamaca, 
Livitaca y Velille son distritos con una alta 
tasa de pobreza y extrema pobreza. Según 
el Ministerio de Desarrollo e Inclusión 
Social (MIDIS), en el distrito de Chamaca 
solo el 9.4 % de 2558 hogares es no pobre. 
El 24.4 % vive en la pobreza y el 66.2 % en 
la miseria. 
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Livitaca tiene 3908 hogares. Solo el 5.1 
% no es pobre, el 16.6 % es pobre y el 78.3 
% vive en la pobreza extrema. Casi el 
mismo cuadro se observa en Velille: 
apenas el 12.6 % de 2956 hogares no es 
pobre. Por ende, casi el 90 % de familias 
son pobres y extremos pobres. 

Espinar también tiene rostro de 
pobreza. Según el MIDIS, en mayo del 
2020, el 48 % de hogares son pobres y el 
22% extremos pobres. Solo el 30 % no es 
pobre. 

Actualmente, Glencore tiene aprobado 
el MEIA del “proyecto Antapaccay 
Expansión Tintaya Integración 
Coroccohuayco” que ampliará 25 años 
más de minería en Espinar y sus efectos 
sociales y ambientales. 


La operación minera, según DHSF, ha 
generado impactos en la salud de la 
población. En Espinar, 506 personas de 6 
comunidades aledañas a la explotación 
Antapaccay tiene metales pesados en sus 
cuerpos: arsénico, cadmio, mercurio y 
plomo. 

Asimismo, un estudio a la orina de 180 
personas, hecho en 2013 por Censopas, 
puso en evidencia la presencia de arsénico 
(100%), cadmio (90 %), plomo (100 %), 
manganeso (70 %), mercurio (88 %) y talio 
(100 %) en los organismos de estas 
personas. El Ministerio de Salud prometió 
un plan de atenciones en salud, pero no 
tiene los alcances que los afectados 
esperaban. 

Asimismo, hay impactos negativos en 
la economía campesina, porque la 
producción agrícola y pecuaria tuvo un 
retroceso debido al aumento de la 
mortandad de ovino, alpaca y vacuno. A 
esto se suma la contaminación de los ríos 
Cañipía y Salado, en los que la calidad de 
agua no es apta para consumo humano. 

En Chumbivilcas, según el exdirigente del 
Frente Único de Defensa de los Intereses 
de Velille, Germán Salcedo Condori, hay 


fuertes impactos de la mina de Hudbay en 
el medio ambiente y los recursos hídricos 
de las comunidades aledañas a la 
explotación minera. “Generan impactos 
ambientales por ruido y polvareda que 
ocasiona el transporte minero sobre las 
comunidades de Ccollana y Urasal. 
Polvareda de las explosiones que realizan, 
entre las dos y las tres de la mañana, que 
afectan a las comunidades de Casa Blanca, 
Merques y Collana; y el polvo de relaves 
que afecta al sector de Fausi”, anotó 
Salcedo Condori. 

Asimismo, el exsecretario general del 
Frente de Defensa de los Intereses de 
Chamaca, Mateo Castañeda, sostiene que 
hubo alteración del ecosistema andino. 
“Desapareció el cerro Sayawaloma, se 
secaron los bofedales, hay contaminación 
con polvareda y, sobre todo, la 
contaminación del río Macar ay 
Chilloroya por el vertimiento de las aguas 
servidas o residuales de la empresa 
minera”, dice. 


“DeM^andóeloeDO 
Sayawaloma, se 
secaron los bofadales, 
hay contaminan ín 


con polvareda y, sobre 
todo, la ooutammariién 
del río Macaray 
Chilloroya por el 
vertimiento de las 
aguas servidas o 
residuales de la 
empresa minera” 
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Gobierno 
privilegia 
a la minería 


Por: José Antonio Lapa Romero 
Sociologo 


En el Perú, el COVID-19 no solo está 
mostrando la precariedad sanitaria, 
laboral y la exclusión de millones de 
peruanos, sino también los privilegios de 
algunos sectores económicos y, en 
especial, el minero, cuya continuidad de 
operaciones en medio de la pandemia 
provocó el contagio de más de 500 
trabajadores a nivel nacional y 26 en el 
Corredor Minero del Sur. 

Así, la lógica de acumulación del capital 
minero no solo impacta territorios y la 
salud de miles de personas, considerados 
como parte de los “sacrificios del 
desarrollo”, sino afecta derechos de 
trabajadores y pone en riesgo la vida y la 
salud de comunidades campesinas y 
poblaciones locales. 

En 2018, el sector minero contribuyó 
a nivel nacional con el 10 % del PBI. El 59 
% de las exportaciones (28 mil 823 
millones de dólares de 48 mil 942 
millones), generó el 4.4 % de los empleos 
formales, es decir, 201 mil 541: 66 mil 357 
contratados por las empresas mineras y 
135 mil 191 por contratistas. 

La recaudación tributaria minera 
alcanzó 9 mil 834 millones de soles. En 
contraste, la renta del Estado por minería 
llegó solo a 9.2 %. Entre el 2005 y 2018, el 
país se quedó solo con 1 dólar de cada 10 
dólares que se exportó, y se devolvió 
tributos a las empresas mineras por 3 mil 
770 millones de soles. 

Los datos iniciales son mostrados como 
“bendiciones” por los gremios mineros 
dejando de lado o mostrando poco otros 
datos que serían parte de los “sacrificios 
del crecimiento económico”. Así, hay más 
de 5 mil personas con metales tóxicos en 
sus cuerpos, decenas de ríos 
contaminados, tierras y animales de las 
comunidades afectadas por las 
operaciones, 279 fallecidos (244 civiles, 
35 policías) y 4 mil 816 heridos (3212 
civiles, 1599 policías, 5 militares) en 
conflictos sociales, solo entre marzo de 
2006 y mayo de 2018. Asimismo, hay 


cientos de defensores criminalizados y 
violencia empresarial y estatal como en el 
valle de Tambo por el proyecto minero 
Tía María. A esto se suman los extendidos 
privilegios tributarios paralas empresas. 

Por el corredor minero se trasladaron 
684 mil 207 TMF y 712 mil 900 TMF de 
cobre de MMG Las Bambas (China), 
Hudbay (Canadá) y Glencore (Suiza) en 
2016 y 2018, respectivamente. Generaron 
más de 10 mil millones de soles anuales 
por sus ventas. Para el 2016 las ganancias 
fueron S/ 4 mil 131 millones 613 mil de 
Las Bambas, S/ 3 690 millones 612 mil 
Antapaccay y S/ 2 mil 257 millones 050 
soles de Constancia. Esta estructuración 
económica ha constituido un poder 
minero hegemónico en cada uno de los 
escenarios locales donde operan. 

Mientras que los impactos en las 
comunidades y poblaciones locales son 
fuertes. Agricultura y ganadería, 
contaminación de ríos, estados de 
emergencia permanentes, y más de 500 
denunciados en Espinar, Chumbivilcas y 
Cotabambas. 

Todo indica entonces que las 
decisiones estatales legitiman los intereses 
de la clase empresarial minera en plena 
pandemia. La reactivación económica 
pone en movimiento la lógica de 
acumulación minera en medio y abre la 
posibilidad de incrementar el contagio 
por COVID-19 en trabajadores mineros y 
comunidades campesinas y poblaciones 
locales. 
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Cototamto, Chumbivilcas, 
Espinar^ Parare. 


Desde hace muchos meses el Corredor Minero del Sur está en estado de emergencia. 

FOTO: Miguel Gutiérrez Chero 


Mientras la gran minería siguió operando 
en algunos casos casi al 100%, con el aval 
del Ejecutivo nacional, el diálogo con las 
comunidades campesinas afectadas ha 
estado congelado desde el 16 de marzo. 
Después de más de cincuenta días de la 
cuarentena, el gobierno emitió normas 
para la reanudación de actividades 
principalmente económicas como la 
minería. No obstante, la atención a los 
reclamos campesinos continúa en la 
refrigeradora. 

En el Corredor Minero del Sur, entre 
Apurímac y Cusco, operan tres grandes 
firmas mineras: Glencore Antapaccay, 
MMG Las Bambas y Hudbay Perú. El 
2020 empezó para ambas regiones con 
varios conflictos sociales, entre activos y 
latentes. 

Hasta marzo pasado, la Defensoría del 
Pueblo reportó a nivel nacional 188 


conflictos sociales en el país: 137 activos y 
51 latentes. En Cusco y Apurímac: 32 
conflictos, de los cuales 17 son 
socioambientales y tienen su foco en los 
reparos a la actividad minera que 
desarrollan MMG Las Bambas, 
Glencorey Hudbay. La protesta de las 
poblaciones ocurre por temor a la 
contaminación del medio ambiente y 
fuentes agua. Otros reclaman beneficios 
directos por explotación de minerales. 

El reinicio de actividades de 
explotación, beneficio, almacenamiento, 
transporte y cierre de minas ocurrió el 11 
de mayo pasado. Cada empresa presentó 
un “Plan para la vigilancia, prevención y 
control de COVID-19 en el trabajo”. Solo 
en Cusco, hay 25 trabajadores mineros 
contagiados con el nuevo coronavirus. 

En contraste, las comunidades de las 
provincias de Espinar y Chumbivilcas, en. 


provincias de Espinar y Chumbivilcas, en 
Cusco, y Cotabambas, en Apurímac, 
aguardan el reinicio de las conversaciones 
para resolver sus demandas. 

Diálogos Pospuestos 

El corredor minero ha sido escenario 
de varios conflictos principalmente desde 
2015. La vía es usada por las mineras para 
sacar los minerales para la exportación 
hasta el puerto de Matarani, en Arequipa. 
Uno de los problemas es el paso de los 
camiones encapsulados que, según un 
estudio de OEFA publicado el año 
pasado, ocasiona contaminación sonora y 
con polvareda. 

Comunidades campesinas de 
Ccapacmarca, Velille y Colquemarca 
(Chumbivilcas) rechazan el paso de los 
vehículos. En 2019, hubo hasta tres paros 


con bloqueo de la vía y enfrentamientos 
con la policía. La demanda al Ministerio 
de Transportes y Comunicaciones (MTC) 
es la anulación de la clasificación a vía 

“En Cusco y Apurímac: 
32 conflictos, de los 
cuales 17 son 
socioauihieiitales y 
tienen su foco etn los 
reparos a la actividad" 
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nacional de algunos tramos viales sin 
“licencia de los comuneros”. Lo que 
buscan los comuneros es que esos tramos 
recuperen sus categorías iniciales a vías 
departamentales o vecinales y con ello 
quedaría prohibido el paso de los 
camiones. 

El mismo reclamo hacen los habitantes 
de la comunidad de Urinsaya 
(Coporaque) en la provincia de Espinar. 
Hubo algunos avances en conversaciones, 
pero no se avizora todavía ningún 
resultado que sea alentador. 

Asimismo, hay comunidades de los 
distritos de Cotabambas (Apurímac) que 
esperan retomar el diálogo para que el 
Gobierno cumpla el cronograma de 
trabajo para el pago por afectaciones 
prediales en el tramo del corredor vial. 
Por lo pronto, el MTC cumplió con pagar 
el justiprecio por algunos predios a los 
comuneros de Arcospampa Congota del 
distrito de Mara. El monto desembolsado 
ascendió a S/ 5.8 millones. Esto apenas es 
el inicio. 

Caso Ccoroccohuayco 

El reporte de conflictos de la 
Defensoría del Pueblo apunta que 13 
comunidades del distrito de Pallpata, en 
Espinar (Cusco), se oponen al proyecto 
Integración Coroccohuayco de la empresa 
Glencore. La iniciativa pretende ampliar 
la producción de cobre en este tajo abierto 
y subterráneo de óxidos y sulfuras de 
cobre, situado a pocos kilómetros de su 
actual mina Antapaccay. 


“El corredor minero 
ha sido escenario de 
■varios conflictos 
prindpahneiite 
desde 2015.” 


En diciembre de 2019, la iniciativa minera 
logró la aprobación de la modificación del 
Estudio de Impacto Ambiental (MEIA) 
por el Servicio Nacional de Certificación 
Ambiental para las Inversiones 
Sostenibles (Senace). No hubo consulta a 
los comuneros y, por esa razón, los 
comuneros exigen la nulidad de la 
resolución y la aplicación de la consulta 
previa. Este es uno de los conflictos que 
más atención debería recibir de las 
autoridades nacionales. 

Versión Oficial: Ejecutivo 



El presidente del Consejo de Ministros 
(PCM), Vicente Zeballos, aseguró que el 
gobierno ha logrado avances en la 
atención de los conflictos el en Corredor 
Minero del Sur. Lo hizo el jueves pasado 
durante su presentación en el Congreso. 
Zeballos sostuvo que el Ejecutivo nacional 
solucionará en este año los impasses con 
las poblaciones de las regiones de 
Apurímac y Cusco. “El Gobierno apuesta 
por una minería responsable que respeta 
el medio ambiente, tanto en el Corredor 
Vial del Sur y en todos los territorios”, 
dijo. 

Según el ministro, el corredor es uno de 
los principales ejes de la actividad minera 
en el sur del país, por lo que se está 
apostando por el diálogo para solucionar 
los conflictos sociales. Una comisión para 
el Diálogo y el Desarrollo trabaja las 
soluciones que incluyen asfaltar los 324 
kilómetros del corredor. 

Asimismo, señaló que han iniciado la 
formulación de un plan de cierre de 
brechas que dé acceso a servicios básicos, 
salud y educación en cada una de las 
comunidades de las provincias del 
corredor. “Estas acciones apuntan a 
mejorar las perspectivas de bienestar de 
las comunidades, en estrecha alianza con 
el gobierno y con la contribución de las 
empresas mineras, con el objetivo de que 
logremos juntos el desarrollo integral de 
quienes viven en el ámbito del corredor”. 


David Quispe Orozco fue alcalde 
del distrito de Ccorca (Cusco) en dos 
periodos continuos: de 2011 a 2014 y 
de 2015 a 2018. Mientras que entre 
2011 y 2014 presidió la Red de 
Municipalidades Rurales de la 
región del Cusco y participó en la 
Comisión Nacional de Seguridad 
Alimentaria. En esta entrevista, 
como Biólogo de profesión y 
exautoridad, analiza el problema 
agrario durante la pandemia por 
COVID-19. 

¿Cómo percibe la situación de la 
agricultura durante la pandemia? 

Se ha puesto en evidencia que la 
agricultura familiar en el sur es a pequeña 
escala, sin apoyo del gobierno. Más del 
80% es pequeña agricultura y solo un 20% 
agricultura intensiva, ubicado entre 
Arequipa y Apurímac, con hortalizas y 
papa, respectivamente. Esta producción 
es un poco irresponsable, ya que se 
suministran cierta cantidad de fertilizantes 
químicos que no dan calidad al producto. 
Recordemos que tenemos una normativa 
sobre inocuidad alimentaria que no se está 
cumpliendo. La agricultura familiar no 
tiene muchos subsidios, porque los 
sistemas administrativos como Invierte.pe 
limitan las inversiones de gobiernos 
locales y regionales. En el campo no 
cuentan con instalaciones de riego, no hay 
capacidad productiva; de igual manera, los 
suelos aptos para el cultivo no cuentan con 
infraestructura vial, el abastecimiento de 
tecnologías agropecuarias para pequeños 
productores no es adecuado. Entonces, 
los costos de producción son altos. El otro 
asunto es la asistencia técnica: poco o nada 
implementada por los gobiernos. 

¿La producción agropecuaria es 



En 2014, la Comisión Nacional de 
Seguridad Alimentaria determinó que el 
país solo produce el 40% de nuestra 
necesidad alimentaria; en la región Cusco 
solo producía el 30% de la demanda. Lo 
que se necesita hacer es una ampliación de 
la frontera agrícola yes una de las políticas 
a impulsar. El COVID-19 ha generado 
una nueva dinámica poblacional. Por 
ejemplo, en las comunidades antes 
tenían 100 pobladores, hoy llega a 120 o 
150 por los residentes que han retornado, 
esto genera una nueva demanda. Además, 
ahora estamos un poco tranquilos, porque 
estamos en época de cosecha, sin 
embargo, después de esta temporada la 
demanda se va a incrementar, al igual que 
las necesidades de trabajo. 


;Cuál es el rol de las autoridades 
i y regionales en el sector 


¿Cuál e 
locales' 
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“El COVID-19 

ha demostrado 
que la 

alim entaria 

es primer 


DAVID QUISPE OROZCO, 
biólogo y exalcalde del 
distrito de Ccorca (Cusco) 


Por: Hysha Palomino Tomaylla 


agrario? 

Tenemos que producir la demanda 
de consumo. Es momento de formular 
proyectos de inversión pública que 
mejoren la capacidad productiva y el 
diseño debe incluir el componente de 
gestión de riesgos y adaptación al cambio 
climático. Lamentablemente el gobierno 
no ha tomado ninguna medida para que 
los gobiernos dejen de lado los proyectos 
de infraestructura y prioricen los 
productivos. Lo más importante y lo que 
ha demostrado el COVID-19 es que la 
alimentación es primero, luego la salud. 
Necesitamos abastecer a nuestros 
productores con semillas mejoradas y 
calificadas, implementar tecnologías 
agrarias de riego, acceso a carreteras y 
medios de transporte de los productos, 
al mismo tiempo hacer invernaderos y 
agricultura bajo techo. Podría decir que 
esta crisis va a afectar más a los de la 
zona urbana, porque en la rural, a pesar 
de la pobreza y extrema pobreza, se 
produce lo que se consume. 

¿Es suficiente la ayuda del gobierno 
como el bono rural, trabajo a través 
de ilúdeos ejecutares, ete.? 

Son ayudas temporales. El gobierno 
debería impulsar proyectos productivos 
para mejorar la capacidad productiva, lo 
que generará seguridad alimentaria y un 
excedente de producción que mejorará su 
situación. Estos mecanismos no resuelven 
el problema, al contrario, van a perjudicar 
el trabajo de la agricultura en las 
comunidades. 

¿Qué opina dal segundo pleno 
agrario que propone él Congreso? 


aprobadas en el primer pleno se 
cumplieron? 


Hay normas que aún hay que 
implementar y eso va a tomar tiempo. 

Mientras en el país no se tenga una 
estadística clara, el Congreso jugará 
solamente un proceso protagónico. Lo 
que deberían hacer es un censo 
agropecuario, que es distinto a hacer uno 
de capacidad productiva. Estos plenos 
ayudarán para visibilizar la situación del 
sector, pero necesitamos que se 
implementen instrumentos de gestión que 
permitan hacer proyectos sostenibles. 

¿Qué podemos hacer desde las 
comunidades para visibilizar la 
situación del agro? 

Fortalecer la institucionalidad comunal. 
Recordemos que mientras más 
organizados estemos más visibles 
seremos. Hoy necesitamos que las 
comunidades se reorganicen y tengan un 
plan de desarrollo comunal que sea 


revisado por los gobiernos locales. 

También tenemos que empezar a 
priorizar los proyectos productivos a 
través de los presupuestos participativos. 
Muchas veces son nuestros hermanos 
campesinos quienes priorizan la 
construcción de una loza deportiva, 
pavimentación, escalinatas, cuando la 
dinámica poblacional y la dinámica 
económica de la comunidad es 
agropecuaria. Hay que priorizar los 
sistemas de riego, tractores agrícolas, 
asistencia técnica. Hay reconocer que los 
que están en la zona rural están en una 
posición privilegiada, solamente falta 
implementar tecnologías para potenciar 
sus capacidades. En cambio, los de la zona 
urbana somos dependientes. Diría que 
tenemos que empezar a ser más rurales. 
Hoy más que nunca debemos hacer 
proyectos de siembra y cosecha de agua 
para asegurar abastecimiento suficiente 
agua en los campos de cultivo y en la 
ciudad. 
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Ronderos de Chumbivilcas apoyan en la vigilancia a miembros de la PNP y del eóerdto 
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La pandemia llegó a las 
comunidades campesinas de 
Apurímac y Cusco. Cada 
población ha tomado medidas 
para sortear los efectos del nuevo 
coronavirus. Ronderos se unieron 
con policías y militares para 
controlar los límites territoriales y 
las vías de acceso. El control es 
estricto: sólo pasan previa 
identificación para saber quiénes 
transitan sus pueblos. En algunas 
zonas, personal de las 
municipalidades llega a las 
poblaciones para desinfectar las 
calles, así como los pobladores 

FOTOS: Miguel Gutiérrez Chero. 


Poblador de Santo Tomás-Chumbivilcas 












































































Niños de comunidades campesinas de Cusco y Apurimac no acceden al programa “Aprendo en Casa” 

FOTO: La República 


Educación sin igualdad 


CLASES QUE DISTANCIAN. 

Lizandro camina cinco 
kilómetros cada día para 
buscar la señal de radio y 
escuchar las clases “Vo 
aprendo en casa”. No todos 
somos iguales en el Perú ni el 
acceso a educación es igual 
para todos. 20 % de niños no 
tiene acceso a radio, televisión 
e Internet. Las distancias 
sociales que nos sobreviven. 

Lizandro Aroquipa Luque camina 
diariamente por una áspera carretera de 
cinco kilómetros desde su casa a su 
escuela. El niño busca como si fuera un 
tesoro la señal de radio para escuchar "Yo 
Aprendo en Casa". Lizandro vive en la 
lejana comunidad campesina Kantati 
Ururi del distrito de Cojata, en la región 
Puno. La jornada se repite de lunes a 
viernes. 


Pantipata y Pumahuanca son dos 
comunidades campesinas del distrito de 
Chinchaypucjio de la provincia de Anta, a 
cuatro horas de viaje de Cusco. Están 
cerca al Cusco, pero lejos de la 
modernidad. No hay acceso a medios de 
comunicación y los niños y adolescentes 
no pueden recibir las clases a distancia. 

“No sabemos cómo enseñar a nuestros 
hijos. Ni siquiera hay señal ahora que por 
esta enfermedad no hay escuelas. Los 
profesores nos dicen que debemos buscar 
la señal y (nuestros hijos) deben hacer sus 
tareas, pero no tenemos celular ni dinero 
para comprarlo”, se queja una madre 
campesina, mientras contiene el llanto. 

El presidente de Pumahuanca, César 
López Camero, reclama atención. Son 
200 estudiantes que han sido excluidos del 
servicio educativo virtual. A un mes del 
inicio de las labores, los alumnos de la 
comunidad no han podido escuchar ni 
una sola clase. 

El abandono estatal 

Los gemelos Alcides y Abel Chillahuani 
de ocho años y su primo Rusbel 
Chillahuani estudiaban en la institución 


educativa 50541 de Calacocha del distrito 
de Ocongate, en Quispicanchi, a seis 
horas de viaje en auto desde el Cusco. 
Caminaban una hora y media desde la 
comunidad Waracha hasta el colegio. 
Cada día desafiaban la brusquedad del 
frío. Alcides, el más hablador, había dicho 
que no tenían televisor ni radio en casa. 

¿Qué será de sus vidas? Es posible que 
en las alturas de Waracha, donde el viento 
y la indiferencia golpean como puñetazos, 

“Es posible que en 
las alturas de 
Waracha, donde el 
'viento y la 
indiferencia golpean 
como puñetazos, no 
llegue la educación a 
distancia.” 
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no llegue la educación a distancia. 

La vida de Lizandro, los gemelos y su 
primo es calco de miles de vidas pobres. 
Solo en la región Cusco, una de las 
regiones que más inversión estatal recibe, 
dos de cada diez estudiantes no tienen 
acceso a ningún medio de comunicación 
para recibir las clases virtuales. La 
representante de la Defensoría del 
Pueblo, Rosa Santa Cruz, sostuvo que casi 
60 mil chicos no tienen acceso a radio, 
televisión e Internet y, por ende, la 
educación difícilmente llega a ellos. 

“Es muy crítico cuando inclusive la radio 
no llega a estas zonas, menos la señal de 
televisión. Se necesita esfuerzos para llegar 
a esta población”, apunta Santa Cruz. 

La población escolar cusqueña asciende 
a 397 mil 201 en la región imperial. La 
mayoría cursa primaria y secundaria. 
Mientras que alrededor de 54 mil están en 
colegios privados, 15 mil en instituciones 
públicas de gestión privada y el restante -la 
mayoría- en colegios estatales. Hay 2 mil 
577 locales escolares y unos 25 mil 
profesores que tienen la tarea del dictado 
de cursos para cumplir con el cronograma 
escolar 2020. 

“Es cierto que no se está llegando a 
todos, pero estamos haciendo esfuerzos 
para que se instalen antenas, se pague a 
emisoras que transmitan el programa. 
También estamos a la espera de que el 
Ministerio de Educación distribuya las 
tablets con Internet para entregarlos a los 
niños en las zonas alejadas”, explicó Ruth 
Baez, directora Regional de Salud del 
Cusco. 

Alturas de Apurimac 




La voz de una mujer se ahoga por el 
cansancio. Lleva caminando cuarenta 
minutos hacia la cima de un cerro en la 
comunidad de Hualayoc del distrito de 


Mara, provincia de Cotabambas, en 
Apurimac. Graba un video mientras narra 
el esfuerzo que hace una decena de niños 
para escalar y coronar la cumbre a tiempo 
para encontrar la señal de radio y escuchar 
las clases de “Aprendo en casa”. 

“Cada uno está subiendo con su radio 
en busca de una educación justa (...) Abajo 
en nuestro pueblo, como pueden 
observar, no entra ni radio ni señal 
Internet ni nada”, explica con voz 
indignada y dolida. Mientras los niños 
sentados sobre las hierbas, en medio de 
piedras, con sus cuadernos en mano, 
escuchan las clases a distancia. 

Beatriz Sullca Roque, presidenta de la 
Apafa de la institución educativa, se queja 
en quechua. “Nosotros subimos buscando 
señal con todos los alumnos de primero, 
segundo, tercero y cuarto. Queremos que 
^ío^xmgami 11 1 nuji 1 e puedan 


región Apurimac, no hay señal de medios de comunicación 

FOTO:MINEDU 


estudiar y no se queden solo como 
campesinos como nosotros. Queremos 
que nuestros hijos salgan adelante”, 
reclama Beatriz. 

El gobernador de Apurimac, Baltazar 
Lantarón Núñez, señaló que se ampliará la 
capacidad de la antena de esta comunidad. 
Un equipo técnico de la Dirección 
Regional de Transportes y Comunicación 
de Apurimac viajará a la zona. Además, 
indicó que enviará más de 1.000 tablets 
que tienen programas educativos a la 
UGEL Cotabambas para las zonas donde 
no llega la radio, televisión ni Internet. 

“Estas debilidades están en zonas 
alejadas, pobres y rurales. No podemos 
hablar entonces de igualdad de 
oportunidades. Estamos negándole esa 
posibilidad y estamos perpetuando el 
círculo de la pobreza”, explica Rosa Santa 
Cruz. 

Una importante cantidad de niños de 
hogares campesinos no accede a Internet, 
telefonía celular, radio y televisión para 
recibir las clases virtuales. Tampoco 
acceden al derecho a la educación e 
igualdad de oportunidades. 

La educación a distancia no alcanza a 
todos los niños. Muestra más bien las 
distancias sociales que sobreviven en el 
Perú. El esfuerzo de Lizandro y los niños 
de Hualayoc, mirado desde la ciudad, 
parece una quijotada. Pero es una realidad 
cruda que el Estado siempre ignoró y 
ahora no hace ningún esfuerzo por 
superarla. 

Nunca la educación fue más distante. 
Nunca mostró con tanta nitidez la 
desigualdad imperante. Mientras que en 
las ciudades la pelea es por la rebaja de 
pensiones en colegios privados, en el 
campo la batalla incluye el hambre, el frío 
y el olvido. 
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Crisis sanitaria: Un 
antes y un después 
en el sur andino 



Por: Carlos Herz Sáenz 
Centro Bartolomé de las Casas 


Un discurso bien intencionado es que la 
realidad del país será diferente luego de 
esta cuarentena. Lo cierto es que 
aprovechar esta crisis para convertirlo en 
cambio requiere de condiciones a todo 
nivel. De lo contrario, será más de lo 
mismo y quizá más desventajoso para el 
bienestar de la mayoría de la población. 

¿Qué permitiría vislumbrar 
un conteto más halagüeño? 

Lo primero es que esta pandemia ha 
desnudado la debilidad del sistema de 
salud y de la institucionalidad pública; ni 
hablar de las organizaciones políticas. Es 
cierto que el impacto de la crisis sanitaria 
es planetario y que el gobierno actual no es 
responsable de las terribles carencias 
institucionales y de servicios básicos que 
afectan a la mayoría de la población, así 
como sus medidas de prevención y 
cuidado son pertinentes. Sin embargo, lo 
insuficiente ha sido su capacidad para 
gestionar la crisis sanitaria y propiciar 
acciones que hagan menos crítico y 
doloroso este período de 
morbimortalidad previsible. 

Culpar a la población de responsable 
por agudizar la situación sanitaria al no 
respetar protocolos establecidos es 
desconocer una realidad de informalidad 
de más del 70 % y la urgencia de obtener 
ingresos, lo cual iba a conducir a un 
desempleo, agresión sexual), a lo que se 
suma la ineficiencia del Estado para 
responder a los servicios y derechos 
básicos. 

Identificar previamente esta 
problemática hubiera permitido al 
gobierno entender mejor que para 
enfrentar la pandemia era necesario la 
articulación con las organizaciones de la 
sociedad civil, para compartir acciones y 
decisiones. No era suficiente un discurso 
bien intencionado del Presidente cuando 
el país sufre una severa crisis de 
gobernabilidad. Las respuestas de 


comedores populares, rondas 
campesinas, comunidades rurales, 
asociaciones de comerciantes y otros, aun 
sin el estímulo del gobierno, son ejemplos 
de una acción organizada de la sociedad. 
En el sur andino, muchas comunidades 
han sabido respetar y adecuar las reglas 
para cuidados personales, organizar el 
retorno de familiares, a la par que manejar 
sus economías locales. Esa es otra ruta 
para dar respuesta a los problemas del 
país, construyendo alianzas, solidaridad, 
cooperación y compromisos entre actores 
sociales, públicos y empresariales 
queestén dispuestos a asumir soluciones 
nacionales, es decir forjando gobernanza 
para hacer frente a la crisis sanitaria. Si los 
esfuerzos del gobierno se hubieran 
dirigido a promover esos acuerdos y 
desborde poblacional hacia las calles y de 
retorno a sus pueblos de origen, sin 
importar mucho los riesgos que ello 
acarrea a la salud y la vida. Después de 
todo, esa misma población vive siempre 
diversos riesgos aun sin pandemia, 
(insalubridad, inseguridad, accidentes, sin 
el estímulo del gobierno, son ejemplos de 
una acción organizada de la sociedad. En 
el sur andino, muchas comunidades han 
sabido respetar y adecuar las reglas para 
cuidados personales, organizar el retorno 
de familiares, a la par que manejar sus 
economías locales. Esa es otra ruta 
paradar respuesta a los problemas del 
país, construyendo alianzas, solidaridad, 
cooperación y compromisos entre actores 
sociales, públicos y empresariales que 
estén dispuestos a asumir soluciones 
nacionales, es decir forjando gobernanza 
para hacer frente a la crisis sanitaria. Si los 
esfuerzos del gobierno se hubieran 
dirigido a promover esos acuerdos y 
compartir decisiones con las 
organizaciones de la sociedad a todo nivel, 
los resultados frente a la pandemia 
podrían haber sido diferentes en la 
disminución de la letalidad, y hubiera 
mejorado la confianza entre gobierno y 
sociedad. 

En segundo lugar, las medidas 
gubernamentales no han mostrado 
reformas económicas sustanciales. El 
desabastecimiento de medicinas y la 
dependencia frente farmacias privadas, 
son expresión de inoperancia de los 
servicios públicos básicos y de la presencia 

“En el sur andino, muchas 
comunidades han sabido 
respetar y adecuar las reglas 
para cuidados 


de un modelo de libre mercado en temas 
de interés nacional como la salud. El 
difundido plan de reactivación 
económica, parece estar más orientado a 
evitar que se altere la cadena de pagos de 
las grandes empresas, a manera de 
salvataje (ya ocurrió con las medidas del 
BCR para apoyar a las AFP), mientras no 
ocurre lo mismo con las micro y pequeñas 
empresas junto con la agricultura 
campesina o familiar. Los 
bonospromovidos, como el agrario, son 
insuficientes para atender las urgencias de 
la población, en especial de los 
productores rurales siempre marginados, 
aun cuando son los principales 
proveedores de alimentos alas ciudades. 

El antes y el después del coronavirus no 
significarán, por lo tanto, cambios 
favorables para la población en general y, 
en particular para los campesinos y 
campesinas de la macroregión Sur, si es 
que al menos no se generan acciones 
integrales conducentes a: 

-Alianzas entre organizaciones 
campesinas, instituciones públicas, ONG, 
universidades y empresarios para la lucha 
contra la corrupción y el compromiso de 
una agenda de desarrollo territorial y 
sostenible con equidad e inclusión para la 
macrorregión Sur. 

-Agenda concertada de reactivación del 
agro y apoyo sostenible a la agricultura 
familiar, promoviendo alimentación sana 
y con precios justos, desde un enfoque 
agroecológico y de soberanía alimentaria. 
-Nuevas relaciones entre productores y 
consumidores, construyendo mercados 
justos alternativos que promuevan 
productos sanos y acordes a protocolos de 
bioseguridad. 

-Gestión social y sostenible del agua, para 
garantizar su aprovechamiento 
poblacional y productivo como bien 
público y derecho humano. 

-Construcción de redes de comunicación 
de organizaciones campesinas para 
fortalecer capacidades en el marco del 
desarrollo territorial, resaltando la 
participación de las mujeres y los jóvenes. 
-Servicios públicos de calidad -salud y 
educación, principalmente- como 
derechos humanos a ser ejercidos desde 
un enfoque intercultural y de género. 

El después de la actual crisis sanitaria 
parece mostrar un panorama nada 
halagüeño si no se producen cambios 
sustanciales en las orientaciones de 
política del gobierno y en la respuesta 
movilizadora de las organizaciones 
sociales del campo y la ciudad en base a 
una agenda concertada de desarrollo 
territorial. 
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ACUSACIONES. Vicegobernadora 
Delia Condo denunció a 
gobernador Jean Paul Benavente 
por agresión psicológica. 
Benavente revela que Condo y 
Walter Paucar le pidieron cupos: 
una dirección regional y puestos de 
trabajo. 

La vicegobernadora regional del Cusco, 
Delia Condo, denunció ante al 
gobernador Jean Paul Benavente por 
maltrato y agresión psicológica. Condo 
presentó la denuncia en la Comisaría de la 
Familia la tarde del viernes después de 
que estuviera con el gobernador en una 
conferencia de prensa para informar la 
denuncia penal contra el abogado 
conductor Alejandro Soto Reyes y la 
Compañía de Televisión Cusqueña 
(CTC) por alterar la paz pública. La 
vicegobernadora declaró ante la policía 
que todo ocurrió cuando sostenía una 
reunión con Benavente y el acciopopulista 
Walter Paucar Huallpa en el despacho 
regional. Cuando conversaban llegó el 
investigado consejero Jorge Segura, lo que 
molestó al gobernador que decidió sacar 
de su despacho a Paucar y agredirla 
verbalmente a ella. "Empezó a insultarme 
diciendo que yo no le servía para nada", 
dijo Condo. "Busco que cese este maltrato 
y las agresiones verbales. También quiero 
que respete mi privacidad y como 
autoridad que soy en los espacios de 
decisión, que es lo que me corresponde y 
que hasta el momento no he sido 
considerada", reza en la denuncia. 

El descargo Unas horas después de que la 
denuncia circulará en redes sociales, el 
gobernador sacó un extenso comunicado 
en el que niega la acusación. La última 
frase de Condo en su denuncia es 
importante, porque coincide en parte con 
la versión de Benavente respecto a que la 


vicegobernadora reclama poder de 
decisión y puestos de trabajo. La autoridad 
cusqueña dice que no hubo maltrato. 
Condo, Paucar y Jorge Segura habrían 
tramado una "emboscada" en su contra por 
las denuncias que hizo al conductor de 
CTC. "Iniciamos la conversación y en 
determinado momento, me solicitan que 
reunión con Benavente y el acciopopulista 
Walter Paucar Huallpa en el despacho 
regional. Cuando conversaban llegó el 
investigado consejero Jorge Segura, lo que 
molestó al gobernador que decidió sacar 
de su despacho a Paucar y agredirla 
verbalmente a ella. "Empezó a insultarme 
diciendo que yo no le servía para nada", 
dijo Condo. "Busco que cese este maltrato 
y las agresiones verbales. También quiero 
que respete mi privacidad y como 
autoridad que soy en los espacios de 
decisión, que es lo que me corresponde y 
que hasta el momento no he sido 
considerada", reza en la denuncia. El 
descargoUnas horas después de que la 
denuncia circulará en redes sociales, el 
gobernador sacó un extenso comunicado 
en el que niega la acusación. En este punto 
la última frase de Condo en su denuncia es 
importante, porque coincide en parte con 
la versión de Benavente respecto a que la 
vicegobernadora reclama poder de 
decisión y puestos de trabajo. La autoridad 
cusqueña dice que no hubo maltrato. 
Condo, Paucar y Jorge Segura habrían 
tramado una "emboscada" en su contra por 
las denuncias que hizo al conductor de 
CTC. "Iniciamos la conversación y en 
determinado momento, me solicitan que 
les asigne una dirección del gobierno 
regional, a cuya petición respondo que no 
es mi estilo dar cuotas de poder a nadie". 
"Insistieron en la solicitud de puestos de 
trabajo, entre otros, para el señor Paucar, 
cuestión que tampoco acepté, dado que el 
mencionado no cuenta con el perfil ni con 


la experiencia laboral". "Es ahí cuando 
reacciono e increpo al señor Paucar 
generándose un intercambio de palabras, 
donde yo señale que él no podía disponer 
de mi tiempo". El incidente provocó que 
personal de seguridad del gobernador 
invitará a salir a Paucar del despacho del 
gobernador. "Mientras tanto, la señorita 
Delia Condo se pone a llorar. Es cuando 
le reclamo que yo debía de retirarme, 
reiterándole que mi esposa me estaba 
esperando en casa". Todo apunta a una 
disputa por poder y puestos de trabajo. 
Cabe precisar que la vicegobernatura es 
un cargo decorativo. Según el artículo 23° 
de la Ley Orgánica de Gobiernos 
Regional, la vicegobernadora sólo 
reemplaza al gobernador en casos de 
licencia, ausencia o impedimento 
temporal, suspensión o vacancia. 
"Cumple funciones de coordinación y 
aquellas que expresamente le delegue el 
gobernador".Cabe recordar que Condo 
ha sido acusada de haber dirigido 
designaciones a dedo en la Feria de 
Huancaro 2019. Una comisión del 
Consejo Regional la investigó. Jorge 
Segura fue denunciado, cuando era 
presidente del Consejo Regional, por 
pagar a trabajadores fantasmas. Mientras 
que Walter Paucar fue hasta el año pasado 
uno de los hombres de confianza del 
fujimorizado excongresista de Acción 
Popular, Armando Villanueva. Un trío 
nada santo. La pelea por el poder empezó 
y, todo indica, que será larga y dejará 
varios heridos. 

La jueza del Juzgado de Familia de 
Emergencia de la Corte Superior de 
Justicia, Luz Jannet Cárdenas Estevez, 
archivó la denuncia por violencia de 
género contra Benavente, por que no 
existen actos de violencia contra la mujer. 
Tampoco concedió medidas de 
protección a favor de Condo 
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ENTREVISTA JOSÉ DE ECHAVE, economista y autor del libro “Minería y conflicto so 


cial, más allá de Conga” 


El economista José de Echave 
analiza la crisis ocasionada por la 
pandemia en el país. Calcula que 
superar la recesión económica 
tardará dos años. Para De 
Echave llegamos a un punto en el 
que no podemos pensar en volver 
a la antigua normalidad sino 
discutir la construcción de una 
nueva normalidad que garantice 
derechos, rompa las asimetrías y el 
centralismo, y convierta a las 
personas en el centro de las 
políticas estatales. 


La recesión ha traído 
consigo varios efectos. 
¿Cuáles considera que ha 
sido los más grave ? 

El estado de emergencia significa la 
recesión de todas las economías. Eso ha 
pasado a nivel global y en el país. En 
términos sociales implica la pérdida de 
puestos de trabajo. Según las últimas cifras 
del INEI, se ha perdido 1 millón 200 mil 
empleos. A eso hay que agregarle los 
puestos de trabajo vinculados a entidades 
informales que es un número bastante 
significativo. Además, todos los 
indicadores económicos están en 
retroceso. Acabamos de tener un reporte 
de marzo con menos 16 % en el Producto 
Bruto Interno (PBI) y seguramente en 
abril y mayo la situación fue más 
complicada. Eso pasa porque la prioridad 
para el país es hacer frente a la pandemia y 
proteger la salud de todos los peruanos y 
peruanas. 

¿Qué le parece la 
reactivación económica 
del gobierno? 

Plantea serias dudas sobre si finalmente 
esto provocará un despunte de casos 
positivos de COVID-19, más aún cuando 
la reactivación está planteada con 
instrumentos y protocolos que da la 
impresión que el Estado peruano no va a 
poder controlar y fiscalizar. El desafío que 
se tiene por delante es, por un lado, hacer 
frente a la situación económica y social 
complicada y difícil, y, por otro, garantizar 


la protección la salud como prioridad. 

Solo el 11% de los 30 mil 
millones de Reactiva- 
Perú llegó a las Mypes. 
¿Da la impresión que hay 
privilegio y excluidos? 

Sin duda. Son varias cosas que plantea la 
pregunta. ¿Cómo se maneja la economía 
en tiempos normales y cómo se pretende 
seguir manejándola en tiempos de 
emergencia y excepcionales? La sensación 
que a uno le queda es que las decisiones 
que se toman beneficiando a sectores o 
grupos económicos y afectan a los sectores 
más importantes de la población. Vemos 
eso en el manejo de los fondos que el 
Estado ha destinado para la reactivación 
económica y también en la suspensión 
perfecta de labores, liberación de las 
AFPs. Todas las decisiones que se han 
tomado muestran que en épocas de crisis 
siguen teniendo un sesgo que favorece a 
determinados grupos económicos. 

Entonces, las medidas del 
(gobierno muestran que 
buscó que el ciudadano 
asuma el peso de la crisis 

Ese es un punto importante. Cuando se 
habla de ese 12% del PBI para invertir en 
la economía, una parte importante de esos 
recursos proviene de los ahorros de la 
gente. El sistema privado de pensiones es 
ahorro de la gente y su liberación es liberar 
ese ahorro, así como la CTS que es un 
fondo que le pertenece a las personas. Lo 
que estamos viendo es que la gente ha 
tenido que apelar a sus ahorros que tenía 
en el bolsillo, en el banco, en la AFP, CTS. 
También hemos visto que uno de los 
errores del gobierno es no haber 
implementado un bono universal para 
que la gente pueda enfrentar esta situación 
extrema y respetar el confinamiento. Los 
bonos se han demorado una eternidad en 
llegar y no han podido amortiguar la crisis 
de la gente. 

¿Por qué ocurre eso? 

El modelo económico, que también 



Debemos construir una nuera normalidad 
derechos, sin asimetrías 
ni centralismo* 


con 


provocó este gasto lamentable en el 
presupuesto de salud en los últimos 20 
años. No hay que olvidar que cuando se 
dice que el Perú puede afrontar esta crisis 
con un respaldo financiero y ahorro 
interno, esos recursos pudieron ser 
mucho más importantes si es que en el 
Perú se hubiera implementado una 
reforma secundaria de carácter 
estructural. Si en la época de bonanza de 
las materias primas hubiéramos 
implementado un impuesto a las 
sobreganancias mineras, si se hubiera 
controlado la evasión y elusión fiscal, y no 
se hubieran dado tantos beneficios 
tributarios a los principales grupos 
económicos. 

¿Hay riesgo de que las 
Mypes desaparezcan? 

Por supuesto. Muchas ya están en serias 
dificultades y será bastante complicado 
que puedan reactivarse y hacer frente a 
esta situación que tiene para largo. No 
estamos hablando de una crisis que va a 
durar meses sino años. No tengo la menor 
duda que un tiempo largo de recesión se 
traerá abajo un número muy importante 
de micro, medianas y pequeñas empresas. 

Desde un inicio se ha 
privilegiado algunos 
sectores como la gran 
minería y se ha dejado de 
lado al agro, por ejemplo 
¿A qué podrfemo8 
atribuir esas decisiones 
del gobierno. ¿Podría 
desatarse una crisis 
alimentaria si no hay 
apoyo efectivo a los 
productores 
agropecuarios 

Ahora nos estamos alimentando de las 
campañas agrícolas pasadas. Hay que 
mirar con mucha atención lo que está 
pasando con el campo y las campañas 
agrícolas que van a producir los alimentos 
para los próximos meses y años. Si se 
habla de reactivación, hoy una de las 
grandes prioridades debería ser el agro. 
Debe haber un esfuerzo decidido del 
gobierno para respaldar la producción 
agrícola orientada al mercado interno. 



xeactivación?¿En cuantó 
tiempo volveremos a la 


Es difícil decirlo. ¿Volver a la normalidad 
significará regresar a un escenario como el 
que hemos vivido hasta febrero pasado? 
Eso no va a ocurrir y no sería bueno que 
eso ocurra, porque eso sería repetir los 
errores del pasado. Hay que construir una 
nueva normalidad. 

¿Cuánto tomará eso? 

Cuando era estudiante los profesores me 
decían que hay tres tipos de crisis. La crisis 
en “V” donde la economía crece, cae y 
rebota como en el 2008; la crisis en “U” 
donde la economía cae y está un tiempo 
abajo -se puede discutir cuánto tiempo- y 
después se recupera; y la crisis en “L” 
cuando la economía cae y queda abajo 
buen tiempo. Ahora no estamos en una 
crisis en “V”, entonces podríamos discutir 
si será una crisis en “U” o en “L”. En 
ambos casos estamos hablando de un 
periodo largo de recesión. 

¿De qué depende que sea 
una crisis en “U” o “L”? 

La diferencia entre ambos es la cantidad 
de tiempo que dura la recesión. La 
primera puede durar 1 o 2 años, la otra, 5 
años e implica casi una década perdida 
como fue en 1980 o como ocurrió cuando 
hubo guerras mundiales. Yo me inclinaría 
más por una crisis en “U” que durará el 
2020 y 2021; por tanto, los que quieran 
gobernar recibirán un país en recesión 
económica y sin recursos y con un 
creciente endeudamiento externo. Será 
un país con una inestabilidad política, 
económica y social muy fuerte. El 
siguiente será un gobierno de 
reconstrucción nacional. 

Llegamos entonces al 
Bicentenario con un país 
en emergencia, desigual, 
informal y básicamente 
centralista 

Sí. Y seguramente con un aparato 
económico en varios sectores colapsados. 
En el sur, en Cusco, allí hay un claro 
ejemplo de cuán profunda es la crisis. Con 
un comercio internacional colapsado, con 
una conectividad global colapsada, el 
sector turismo va a demorar su 
recuperación, porque no habrá turismo 
salvo el interno. Esa va a ser una crisis 
hasta en “L”. El diagnóstico es 
complicado, pero no podemos cometer el 
error de pensar en volver a la antigua 
normalidad sino el debate que tenemos 
por delante debe ser cómo construirnos 
una nueva normalidad. Una normalidad 
que sea con derechos, que rompa las 
asimetrías y el centralismo, que sea 
amigable con la naturaleza y que impulse 
actividades amigables con la naturaleza, y 
que el centro de las políticas sean las 
personas. 
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RADIOGRAFÍA. Corrupción e 
ineficiencia impidieron que las 
dos regiones cuenten con 
modernos nosocomios, que 
hubieran facilitado la lucha 
contra la pandemia del 
coronavirus. Hubo un festín 
de vicios, supuesta corrupción, 
incumplimientos, pagos 
indebidos y más. 

La pandemia del nuevo coronavirus 
desnudó la precariedad del sistema de 
salud. Afortunadamente los servicios 
hospitalarios de Cusco y Apurímac 
todavía no han sido sobrepasados como 
en otras regiones. No obstante, los 
nosocomios no funcionan en toda su 
capacidad por su antigüedad. 

Sucede que en las dos regiones tres 
obras que iban a ser nuevos hospitales 
están paralizados por irregularidades en 
las concesiones y proceso de 
construcción. Hubo corrupción, pagos 
indebidos y más vicios. Cusco y 
Apurímac son dos regiones donde hay tres 


grandes obras de salud que están en 
“cuarentena”, incluso mucho antes que 
haya empezado el estado de emergencia 
por el COVID-19. 

Hospital Antonio Lorena 

La intención de contar con un nuevo 
hospital Antonio Lorena en Cusco surgió 
en 2009. El entonces presidente regional, 
Hugo Gonzales, quien estuvo preso por 
corrupción, avanzó el proyecto cuando 
convocó a licitación. Era fines de 2010. Sin 
embargo, su sucesor Jorge Acurio se 
opuso y reclamó ser el quien haga la obra 
por administración directa. Acurio salió 
hace poco de la prisión preventiva que 
cumplía por hacer supuestamente 
recibido una coima de la empresa 
Odebrecht. 

Después de varias idas y vueltas, 
Acuriopidió a la UNOPS licitar la obra 
hospitalaria, dejando de lado su promesa 
de hacer la obra por administración 
directa. OAS se adjudicó la obra en 2012 
por S/ 291 millones 579 mil 667.48. 
Según el equipo especial Lavajato, la obra 
se concesión a cambio del pago de una 
coima del 2.5% del costo de la obra. Hay 
una investigación por corrupción que 
involucra a los exgobernantes Acurio y 
René Concha, así como a Nadine 


Heredia. 

La empresa brasileña avanzó la obra 
física hasta que el exgobernador Edwin 
Licona decidió resolver el contrato por 
incumplimiento de plazos el 25 de marzo 
de 2015. Hasta ese día, según la 
supervisora Cesel, el avance de la obra 
física llegó a 64%, mientras que un reporte 
del Gobierno Regional del Cusco tasó el 
progreso en menos del 46%. 

OAS cuestionó la medida, pese a que 
la obra también presenta deficiencias 
como agrietamientos, rajaduras y otros. 
Cobró S/ 180 millones. Concluir la 
estructura y equiparla, según los nuevos 
costos calculados por la actual gestión 

“Hay una investigación 
por oonnpcíéa qpe 
involucra alos 
ezgobemantes Acuno y 
Bfl u fcé fiAnfthfij así corno 
a Nadine Heredia " 
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regional de Jean Paul Benavente 
demandará alrededor de S/ 230 millones. 
Eso equivale a decir que lo que iba a costar 
S/ 291 millones ahora costará S/ 410 
millones. 

En el Lorena se atendían cerca de 800 
pacientes diarios. Debido a que ahora 
funciona en el maltrecho hospital 
Contingencia y a solo el 60% de su 
capacidad, realiza 350 atenciones y en 
condiciones deficientes. “Hubo 
ineficiencia en las gestiones para concretar 
la obra”, cuestiona Alaín Alanoca, 
exconsejero regional del Cusco. 

Hospital de Quillabamba 

La población de la provincia de La 
Convención, en Cusco, también sueña 
con un nuevo y moderno hospital. 
Actualmente el nosocomio funciona en 
una infraestructura de adobe. Ser concibió 
para atender a una población menor a 50 
mil habitantes; ahora tiene casi 150 mil. 

En 2017 se puso en marcha el proyecto 
de mejoramiento y ampliación de los 
servicios de salud del hospital 
Quillabamba. El Programa Nacional de 
Inversiones en Salud (Pronis), unidad 
ejecutora del Ministerio de Salud (Minsa), 
convocó a un concurso público de 
licitación y el ganador fue el Consorcio 
Constructor Lima, integrado por 
IMESAPI Sucursal Perú y ODIN 
Ingenieros. El contrato se suscribió en 
febrero de 2018 y se actualizó en marzo. 
La obra empezó a ejecutarse el 27 de junio 
y debió estar concluida el 18 de diciembre 
de 2019. 

El proyecto integral que incluye 
infraestructura y equipamiento debía 
costar 129 millones 553 mil 367 soles. El 
Consorcio Constructor Lima solo tenía 
que construir el local por S/ 98 millones 


caso del Lorena, se paralizó en setiembre 
de 2019, porque Pronis resolvió el 
contrato también por incumplimiento de 
los plazos. 

Según el semáforo de indicadores de 
Infobras, en aquella fecha el avance físico 
de la obra era de 42.24%, pero la empresa 
cobró 63 millones 590 mil 852 soles (más 
del 50% del presupuesto). Desde 
setiembre de 2019 no se ha movido un 
solo ladrillo en la obra. “Estamos 
coordinando con el Minsa para que la 
obra sea reiniciada los más pronto 
posible”, refiere Hernán de la Torre, 
alcalde provincial de La Convención. 

^Düdisetínílmdi 
2019 no se ha movido un 
solo ladrillo en la obra” 


Hospital de Andabuaylas 

La construcción y mejoramiento de 
hospitales parece estar cubierto por un 
oscuro manto de corrupción. Otro 
ejemplo es el hospital de Andahuaylas, en 
la región Apurímac. 

Se trata del proyecto de construcción 
de un hospital categoría II-2 que debía 
reemplazar al hospital Docente Hugo 
Pesce Pescetto. La obra empezó en el ya 
lejano 2013 debía ser en octubre de 2014. 
La capacidad resolutiva (atención de 
pacientes) era de más de 200 mil personas. 
Llegamos al 2020 y la obra se ha 
convertido en una obra inútil. Como enlos 
anteriores casos, el proyecto hospitalario 
estaba tasado inicialmente en S/59 
millones, mientras que ahora, siete años 
después de su concepción, cuesta más de 
S/l 60 millones. 

La obra fue concesionada al Consorcio 
Andahuaylas, integrada por la 
constructora Mediterráneo, una empresa 
de pésimos antecedentes en otras regiones 
del país, según reportó el portal 
OjoPúblico. Aquí viene lo escandaloso 
ygrave: el proyecto del hospital de 
Andahuaylas tuvo 20 ampliaciones de 
plazo. Su avance físico es de 53% a 
diciembre de 2018, cuando quedó 
paralizado. 

En enero del 2019, el Gobierno Regional 
de Apurímac resolvió el contrato por 
“incumplimiento injustificado”. La 
Contraloría advirtió fisuras en los 
acabados de muros y columnas, manchas 
en los cielos rasos y otros deterioros que 
“ponen en riesgo la calidad y vida útil de la 
estructura”. 

El equipamiento del nuevo hospital 
incluía 24 respiradores mecánicos que se 
encuentran guardados en un almacén en 
Lima. Las autoridades de salud 
confirmaron que sólo hay 5 respiradores 
mecánicos en el Hospital de Andahuaylas. 
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